El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia  – 2ª instancia – 4 de diciembre de 2017

Proceso:


Acción Popular  - Interprete y guía – Revoca y concede
Radicación Nro. :

66682-31-13-001-2015-00143-02

Accionante: 

Uner Augusto Becerra Largo

Accionado:

Asmet Salud EPS, sucursal calle 29 No.14-26, Santa Rosa de Cabal

Magistrada Ponente: 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Temas: 


ATENCIÓN DE PERSONAS SORDAS, SORDOCIEGAS O HIPOACÚSTICAS / LEYES 361 DE 1997  - 982 DE 2005  y  1145 DE 2007  / REVOCA / AMPARA EL DERECHO COLECTIVO AL ACCESO A LOS SERVICIOS PÚBLICOS Y A QUE SU PRESTACIÓN SEA EFICIENTE Y OPORTUNA. En síntesis puede decirse que contrario a la conclusión que contiene el fallo que se revisa, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8 de la ley 982 de 2005, en las instalaciones en la que presta sus servicios en el municipio de Santa Rosa de Cabal, en la dirección en la que se practicó la inspección judicial.

Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que la entidad accionada ofrece, para lo cual es menester que cuenten con el servicio de intérpretes y guías intérpretes, servicio del que carecen en la sede de la EPS de que se trata. 

La entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad.
(…)

En este contexto, la misma ley define como “derecho humano inalienable” de toda persona sorda “el derecho de acceder a una forma de comunicación, ya sea esta la Lengua de Señas Colombiana o el oralismo” (Art.22). Además, establece que toda forma de represión al uso de una Lengua de Señas, tanto en espacios públicos como en espacios privados, “será considerada como una violación al derecho de libre expresión consagrada en la Constitución”. 

En consecuencia, le asistió razón al actor al formular la acción popular en procura de preservar los derechos de ese grupo poblacional, pues la entidad accionada desconoció los derechos que tienen las personas sordas y sordociegas a acceder a los servicios que ofrece, en similares condiciones a quienes no padecen esa clase de discapacidad.
Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos

Procedencia: Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal

Proceso: acción popular

Demandante: Uner Augusto Becerra Largo
Demandado: Asmet Salud EPS, sucursal calle 29 No.14-26, Santa Rosa de Cabal
Radicado: 66682-31-13-001-2015-00143-02
Fecha de audiencia: Diciembre 4   Hora: 2:00 p.m. 
HECHOS: La entidad demandada presta los servicios públicos en el inmueble ubicado en la calle 29, entre carreras 14 y 15 del municipio de Santa Rosa de Cabal, sin que cuente con un profesional intérprete, guía intérprete de planta y permanente, señales luminosas, sonoras y avisos visuales, necesarios para la atención de personas sordas, sordociegas o hipoacústicas, como lo prescribe el artículo 8 de la Ley 982. 

Considera el actor lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales m), d), i) de la Ley 472, Ley 982, artículo 13 de la Constitución Nacional, Ley 361, la Declaración de los Deficientes Mentales aprobada por la ONU, la Declaración de los Derechos de las Personas con limitación aprobada por la OIT, la Resolución 3447 del 09 de diciembre de 1975, el Convenio 159 de la OIT, la Declaración de Sundberg, proclamada en Torremolinos, Declaración de las Naciones Unidas de las personas con limitación y la Recomendación 168 de la OIT de 1983 y la Ley 1145.
PRETENSIONES: Ordenar a la EPS Asmet Salud, sucursal del municipio de Santa Rosa de Cabal, contrate de planta un profesional intérprete y guía intérprete para personas sordas y sordo-ciegas y fijar un aviso sobre el lugar donde serán atendidos. Igualmente se le condene en costas.

RESPUESTA DE LA ACCIONADA: Sin ningún pronunciamiento.
SENTENCIA: Se dictó el 25 de abril de 2016. En ella, la señora Juez Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal resolvió negar las pretensiones de la acción y condenó en costas al demandante.

Para decidir así, transcribió en extenso jurisprudencia que consideró aplicable al caso y luego de citar algunas normas de la ley 982 de 2005, concluyó que la ley impuso al Estado la obligación  de crear escuelas de formación de intérpretes para sordos y sordociegos de manera que puedan acceder a los servicios que como ciudadanos les confiere la constitución; además que quienes deseen desempeñarse como intérpretes oficiales de la lengua de señas, deben obtener el reconocimiento del Ministerio de Educación Nacional, y por tanto no puede exigirse su aplicación inmediata porque esa última entidad apenas está elaborando el proyecto que no ha recibido debate en el congreso.

Por ello, la entidad demandada contrató con la Fundación Instituto de Audiología Proyecto INCL la capacitación de 50 funcionarios en el lenguaje de señas, “quedando asentado en la inspección judicial” que tales capacitaciones se imparten el primero y tercer viernes de cada mes; además, cuenta con carteleras con avisos en letra grande, en los que brinda información sobre el horario para reclamar autorizaciones de lunes a jueves a la una de la tarde. “Sobre la necesidad de que como usuario se respete el turno y no se interrumpa al usuario mientras se les está atendiendo”; además se les indica que los trámites son demorados y si no cuentan con tiempo, regresen otro día; también, se les indica que las fichas se reparten a las 8 AM y hay señalización para la atención de personas de especial protección constitucional. Así, concluyó, que la entidad demandada cumple los objetivos de la ley.
Se expresó además que procedía la condena en costas al actor porque no cumplió el deber de probar los hechos que relató, antes de iniciar la acción y así desconoce el principio de la buena fe, congestionando el aparato judicial con demandas infundadas; el fin buscado no es filantrópico, sino económico; su mala fe se acredita porque presenta memoriales de puño y letra de Javier Elías Arias Idárraga, respecto de quien la titular del juzgado se declaró impedida y se presta como comodín para intervenir como demandante y se acreditó que la entidad demandada cumple las disposiciones de la ley 982 de 2005.

APELACIÓN: Solicita el accionante amparar la acción, la aplicación del artículo 357 del Código Adjetivo Civil, revocar la sentencia, probar su temeridad y mala fe, y fijarle costas. 
Lo anterior, porque la a quo al desestimar las pretensiones está desconociendo que su acción es de raigambre constitucional, lo dispuesto en la Ley 982 de 2005 y la decisión de esta Corporación proferida el 20 de marzo de 2015; además, prejuzga cuando refiere que la acción persigue un fin económico porque con ello rompe el derecho a la dignidad humana y viola la Carta Interamericana de los Usuarios de la Justicia. Tampoco, probó la existencia de guía e intérprete de planta y la supuesta capacitación que llevada a cabo luego de presentado el amparo.
En esta sede, por auto del 16 de agosto de 2017, se puso en conocimiento la nulidad por “indebida notificación” a la parte demandada, la que se saneó porque notificado su representante legal de aquella providencia, no la alegó.
.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso el demandante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 25 de abril de 2016, en la acción popular que instauró el señor Uner Augusto Becerra Largo en contra de Asmet Salud EPS, sucursal de Santa Rosa de Cabal.

Están dadas las condiciones para desatar de fondo la controversia y ninguna causal de nulidad se observa que pueda invalidar lo actuado.

1. El demandante está legitimado para iniciar la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.

También, lo está Asmet Salud EPS, sucursal del municipio de Santa Rosa de Cabal, de acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.

2. De acuerdo con los planteamientos del impugnante, corresponde a esta Sala resolver en primer lugar si se probó en el proceso, como lo concluyó la funcionaria de primera sede, que la entidad demandada ha dado cumplimiento al artículo 8º de la ley 982 de 2005, o si, como lo aduce el impugnante, se desconoció en la sentencia el contenido de esa ley y lo que al respecto ha dicho este Tribunal.
3. Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante la Ley 472 de 1998 que las define en su artículo 2º como mecanismos para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores el legislador expidió la ley 361 de 1997 para proteger a una población minoritaria, en condiciones de vulnerabilidad, por la cual se “establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación …”.

Igualmente, el artículo 8º de la ley 982 de 2005 indica: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.”.

De acuerdo con esa disposición, las entidades que prestan servicios de salud, y entre ellas la entidad demandada que como EPS cumple tal función, están en la obligación de proporcionar los servicios de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

Para el juzgado está probado que la entidad accionada dio cumplimiento al precepto de que se trata, con la inspección judicial que practicó en el curso del proceso. Empero, a juicio de la Sala ello no aconteció, pues de lo que dejó constancia el juzgado fue del hecho contrario, esto es, de no contar con los servicios de intérprete y guía intérprete que atienda a las personas con capacidad auditiva y visual disminuidas y por ende, tampoco halló el aviso en el que se indicara el lugar o lugares donde podían ser atendidas.
Eso mismo lo informó la persona que atendió al despacho en esa diligencia, el señor Jimmy Alejandro López Pérez, director de la oficina y quien además expresó que se contrató la capacitación de veinte empleados con una entidad en lenguaje de señas para la atención a personas con discapacidad.
Los documentos que obran a folios 45 a 47 del cuaderno No. 1, con los que se pretendió probar la capacitación de varios funcionarios de la entidad demandada en lengua de señas y que valoró la funcionaria de primera sede, no podían serlo porque no se ordenó tenerlos como prueba y en consecuencia, tampoco se otorgó a las partes la oportunidad de controvertirlos. Se trata entonces de una prueba nula de pleno derecho, que no puede ser apreciada de acuerdo con el artículo 29 de la CN, 14 y 164 del CGP. 
Sin embargo, la circunstancia de que algunos de los empleados de la entidad vayan a recibir capacitación en lengua de señas colombianas como se menciona en la providencia, no satisface la obligación impuesta por el artículo 8º de la ley 982 de 2005 que antes se leyó.

De acuerdo con lo expuesto, puede decirse que fue errada la valoración probatoria, pues a pesar de lo que pudo percibir la funcionaria de primera instancia, de manera personal y directa en ese acto: la ausencia de intérprete y guía intérprete, decidió negar las pretensiones y condenar en costas al demandante.
En síntesis puede decirse que contrario a la conclusión que contiene el fallo que se revisa, la parte demandada no demostró haber dado cumplimiento a las exigencias del artículo 8 de la ley 982 de 2005, en las instalaciones en la que presta sus servicios en el municipio de Santa Rosa de Cabal, en la dirección en la que se practicó la inspección judicial.

Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas con las que no padecen esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que la entidad accionada ofrece, para lo cual es menester que cuenten con el servicio de intérpretes y guías intérpretes, servicio del que carecen en la sede de la EPS de que se trata. 

La entidad demandada no ha adoptado las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata y en esas condiciones ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad. 
Al respecto dijo la Corte Constitucional en sentencia T-006 de 2008
 que se transcribe en algunos de sus apartes: 

“Uno de los colectivos más afectados por situaciones formales de igualdad pero reales de exclusión y discriminación son las “minorías discretas u ocultas”, integradas por las personas que tienen una discapacidad o desventaja grave o profunda en el habla, el oído o la visión
. Se trata de personas cuyas necesidades básicas quedan sujetas a la misma forma de atención de los que carecen de tales limitaciones físicas, lo que representa más carga que beneficio al tener que adaptarse en modo forzado y precario a esos mecanismos generales o incluso a renunciar a ellos por la inexistencia de opciones diferenciales que tengan en cuenta su discapacidad (barreras de acceso negativas).
Específicamente, la Corte ha señalado que respecto de las personas con limitaciones auditivas, de habla o de visión graves, la Constitución establece una protección constitucional reforzada orientada al establecimiento de condiciones reales de inclusión social (arts. 13, 47 y 54; art.2)
, lo que se extiende a: (i) la proscripción de medidas discriminatorias o excluyentes; (ii) la remoción de obstáculos y barreras de acceso a sus derechos de ciudadanía política, civil y social; (iii) las acciones afirmativas o de discriminación positiva, que les permitan acceder, en igualdad de condiciones, al goce de sus derechos fundamentales; y (iv) las políticas de prevención, rehabilitación e integración social.
 Se trata entonces de una equiparación efectiva de oportunidades para el goce de los derechos que se reconocen a toda persona
. 
Este mandato constitucional de igualación a través de acciones afirmativas de diferenciación positiva, se ha desarrollado, entre otras, en las Leyes 361 de 1997
, 982 de 2005
 y 1145 de 2007
…

En el caso de las personas sordas que no desarrollaron el lenguaje oral, el lenguaje de señas se convierte en su lengua materna y, por ende, en una forma de comunicación legalmente protegida, que tiene una clara relevancia constitucional cuando se trata del acceso de las personas sordas y sordociegas a sus derechos fundamentales…”

La Ley 982 de 2005, “por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas”, consagra tres reglas relevantes sobre el particular: (i) la “lengua de señas” es la “lengua natural” de las comunidades de sordos y forma parte de su patrimonio cultural (artículo 1-10); la Lengua de Señas en Colombia, para quienes no pueden desarrollar lenguaje oral, se entiende y se acepta como idioma necesario de comunicación de las personas con pérdidas profundas de audición y, las sordociegas, que no pueden consiguientemente por la gravedad de la lesión desarrollar lenguaje oral (art.2º)
; la función del intérprete de lengua de señas de Colombia es necesaria en situaciones de carácter oficial ante las autoridades competentes o “cuando sea requerido para garantizar el acceso de la persona sorda y sordociega a los servicios a que tiene derecho como ciudadano colombiano”. (se subraya) (art. 6). 

En este contexto, la misma ley define como “derecho humano inalienable” de toda persona sorda “el derecho de acceder a una forma de comunicación, ya sea esta la Lengua de Señas Colombiana o el oralismo” (Art.22). Además, establece que toda forma de represión al uso de una Lengua de Señas, tanto en espacios públicos como en espacios privados, “será considerada como una violación al derecho de libre expresión consagrada en la Constitución”. 

En consecuencia, le asistió razón al actor al formular la acción popular en procura de preservar los derechos de ese grupo poblacional, pues la entidad accionada desconoció los derechos que tienen las personas sordas y sordociegas a acceder a los servicios que ofrece, en similares condiciones a quienes no padecen esa clase de discapacidad.
Por tanto, se revocará la sentencia impugnada y para proteger el derecho al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna, se ordenará a la EPS-S Asmet Salud, sucursal del municipio de Santa Rosa de Cabal, ubicada en la  calle 29 No. 14-26, que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 
Además, se adicionará la sentencia en el sentido de ordenar a la entidad accionada que de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000, para garantizar el cumplimiento de la misma.
Se conformará un comité para la verificación del cumplimiento de la sentencia.

De conformidad con el numeral 4º del artículo 365 del CGP, se condenará en costas, en ambas instancias, a la parte demandada, porque la sentencia que se revisa será totalmente revocada.
La liquidación respectiva la realizará el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 de la misma obra, previa fijación de las agencias en derecho en esta sede.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

F A L L A   :

1° REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el 25 de abril de 2016, en la acción popular que promovió el señor Uner Augusto Becerra Largo contra Asmet Salud EPS-S, con sede en ese municipio.  
2º. AMPARAR el derecho colectivo al acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna. En consecuencia, se ordena a la referida entidad que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, en su sede ubicada en el municipio de Santa Rosa de Cabal, en la calle 29 No.14-26, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 
3º. ORDENAR a la entidad accionada que, de conformidad con lo previsto por el artículo 42 de la Ley 472 de 1998, en el término de cinco días preste garantía bancaria o póliza de seguros, por la suma de $5.000.000 para garantizar el cumplimiento de la misma.
4º. CONFORMAR el comité para la verificación del cumplimiento de esta sentencia, integrado por el juzgado de primera instancia, las partes y el Ministerio Público.

5º.CONDENAR a la parte demandada a pagar al demandante las costas causadas en ambas instancias, las que serán liquidadas por el juzgado de primera instancia, de acuerdo con el artículo 366 del CGP, previa fijación de las agencias en derecho, que correspondan en esta sede.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Ver folio41, cuaderno No.2


� Magistrado Ponente: Dr. Mauricio González Cuervo.


� Sobre los colectivos de personas discapacitadas como minorías discretas u ocultas ver sentencias T-207 de 1999 y C- 076 de 2006, entre otras. Sobre el juicio de igualdad respecto de normas que afectan a estos colectivos se puede revisar la Sentencia C-673 de 2001.


� Declaración de Derechos de los Impedidos. Resolución 3447 de 1975, Asamblea General de la ONU: “3. El impedido tiene esencialmente derecho a que se respete su dignidad humana. El impedido, cualesquiera sean el origen, la naturaleza o la gravedad de sus trastornos y deficiencias, tiene los mismos derechos fundamentales que sus conciudadanos de la misma edad, lo que supone, en primer lugar, el derecho a disfrutar de una vida decorosa, lo más normal y plena que sea posible. (se subraya)


� Sentencia C- 076 de 2006, M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Art. 2 Ley 1145 de 2002: “Equiparación de oportunidades: Conjunto de medidas orientadas a eliminar las barreras de acceso a oportunidades de orden físico, ambiental, social, económico y cultural que impiden al discapacitado el goce y disfrute de sus derechos”. 


�Por la cual se establecen mecanismos de integración social de las personas con limitación y se dictan otras disposiciones. El artículo 2 de la ley, integra además, la aplicación de la Declaración de los Derechos Humanos proclamada por las Naciones Unidas en el año 1948, en la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 1971, en la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, aprobada por la Resolución 3447 de la misma organización, del 9 de diciembre de 1975, en el Convenio 159 de la OIT, en la Declaración de Sund Berg de Torremolinos, Unesco 1981, en la Declaración de las Naciones Unidas concerniente a las personas con limitación de 1983 y en la recomendación 168 de la OIT de 1983.


� “Por la cual se establecen normas tendientes a la equiparación de oportunidades para las personas sordas y sordociegas”


� Por medio de la cual se organiza el Sistema Nacional de Discapacidad y se dictan otras disposiciones.


� Ratifica el mandato contenido en el artículo 68 de la Ley 361 de 1997, que dispone: “El lenguaje utilizado por personas sordas, es un medio válido de manifestación de la voluntad y será reconocido como tal por todas las autoridades públicas y privadas.”
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